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Resumen 

La presente investigación titulada “El pago por reconocimiento médico legal y el derecho a la 

Igualdad ante la Ley en Lima Norte, 2018”, tiene por objetivo explicar y demostrar como el pago 

por reconocimiento médico legal afecta el derecho de igualdad ante la Ley, esto aplicado en 

particular a los varones entre 18 y 64 años de edad, para tal efecto se tomó en cuenta los 

antecedentes y las diversas teorías referentes a los conceptos de lesiones, pago, la prueba pericial, 

medicina legal y derecho a la igualdad ante la Ley. La investigación sigue los lineamientos del 

enfoque cualitativo, de tipo básico; teniendo como participantes a especialistas en la materia como 

Fiscales y Abogados, con los cuales se utilizó el instrumento de evaluación de la guía de entrevista, 

mediante las cuales se obtuvo información que fue construyendo el conocimiento del problema 

que supone el pago por reconocimiento médico legal y la afectación que sufre el derecho a la 

Igualdad ante la Ley. De la discusión se desglosa que el pago por reconocimiento médico legal 

afecta el derecho de Igualdad ante la Ley y que existe contradicción normativa entre una norma de 

carácter administrativo y otra de carácter ministerial, motivo por el cual se realizó el análisis 

documental de las Resoluciones en conflicto; con lo cual se concluyó que, por un lado, el pago por 

reconocimiento médico legal afecta el derecho a la Igualdad ante la Ley y por otro, que es necesaria 

la uniformidad de las normas para su correcta aplicación concordante con los derechos 

fundamentales contenidos en la Constitución Política del Perú. 

Palabras Claves: Lesión, Pago, Medicina Legal, Derecho a la Igualdad ante la Ley.
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ABSTRACT 

The present investigation entitled "Payment for legal medical recognition and the right to Equality 

before the law in Lima Norte, 2018", aims to explain and demonstrate how the payment for legal 

medical recognition affects the right of equality before the Law, this applied in particular to males 

between 18 and 64 years of age, for this purpose the background and theories concerning the 

concepts of injury, payment, expert testing, legal medicine and the right to equality before the Law. 

The research follows the basic guidelines, with participants having specialists in the field as 

Prosecutors and Lawyers, using the interview evaluation instrument, through which information 

was obtained that was building an understanding of the problem of payment for legal medical 

recognition and the affectation of the right to equality before the Law. The discussion breaks down 

that the payment for legal medical recognition affects the right of Equality before the Law and that 

there is a normative contradiction between an administrative and a ministerial rule, which is why 

the analysis was carried out documentary resolutions in conflict; it was concluded that, on the one 

hand, payment for legal medical recognition affects the right to equality before the Law and on the 

other hand, that the uniformity of the rules is necessary for their correct application in accordance 

with the fundamental rights contained in the Political Constitution of Peru. 

Keywords: Injury, Payment, Legal Medicine, Right to Equality before the Law.
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I INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación titulado “El Pago por Reconocimiento Médico Legal y el 

Derecho a la Igualdad Ante la Ley en Lima Norte - 2018” representa una problemática que se vive 

a diario, en vista que el pago por el reconocimiento médico legal de lesiones, que está establecido 

en el TUPA del Ministerio Público, se aplica de manera desigual, ya que la Resolución de la 

Gerencia General N° 213-95-MP-FN-GG en sus disposiciones generales, en el literal A y A.1. 

prescribe sobre las exoneraciones que se aplican a los niños, adolescentes y personas indigentes, 

por otro lado la Ley 30364 en su artículo 10°, literal c, menciona que la atención de salud para las 

mujeres por su condición de tal y personas integrantes de grupo familiar que hayan sufrido 

violencia son gratuitos, por consiguiente estas normas son limitativas del derecho de acceso a la 

justicia y el de igualdad que prescribe la Constitución Política del Perú y el  Código Penal; en la 

actualidad existe una serie de conceptos que se pagan para poder ser atendidos  en el Instituto de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses para el reconocimiento de las lesiones, siendo esta la única 

institución encargada de emitir los certificados médicos legales y de convalidar los informes 

médicos provenientes de hospitales estatales y clínicas particulares, este documento legal 

especializado constituye instrumento de prueba para la Fiscalía, Poder Judicial y la PNP sobre las 

lesiones que  sufrió la persona consecuencia de cualquier hecho ilícito, por lo tanto, constituye de 

vital importancia en la investigación y el proceso penal, es por esta razón que debe ser accesible 

para todos, y no limitarlo por un pago por el servicio del médico legista, ya que se verían frustradas 

o dilatadas las diligencias en caso el examinado no cuente con los medios económicos para cumplir

con el pago, perdiéndose importante evidencia de las lesiones; es en este sentido donde radica la 

importancia jurídica y social de la presente investigación. En la práctica cotidiana los que realizan 

el pago son únicamente los varones mayores de edad sin importar su situación jurídica o el hecho 

por el cual se solicitó el reconocimiento médico legal. 

Para abordar el tema primero se revisó los trabajos previos tanto internacionales como 

nacionales, se abarcó la realidad problemática y las consecuencias jurídicas y sociales, haciendo 

una crítica a las normas establecidas apoyándose en diversas teorías que explicaron la importancia 

que tiene el certificado médico legal en la investigación y el proceso penal, y de qué manera 

vulnera el derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones mayores entre 18 y 64 años de edad. 

El pago por reconocimiento médico legal se realiza sin tomar en cuenta la situación jurídica de 

las personas (excepto los detenidos y las exoneraciones establecidas en la Norma) ni los hechos 
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culposos o dolosos que provocaron las lesiones, como se mencionó anteriormente este pago es 

establecido por el Ministerio Público a través  del TUPA  donde se observa diversos conceptos por 

los cuales se hace el pago tanto en materia civil, penal y laboral, (para la presente investigación se 

considerará sólo en materia penal) siendo el TUPA un instrumento público, no se observa quienes 

están afectos o exonerados del pago, los que te informan sobre el pago es el personal administrativo 

del Instituto de Medina Legal. En una reciente visita al Instituto de medicina Legal con sede en 

Lima Norte, se observó varias personas ( un varón, dos mujeres y dos menores ocupantes de uno 

de los vehículos) sufrieron un accidente de tránsito el cual les ocasionó lesiones físicas, todos a 

simple vista se veían en buen estado de salud, pero grande fue sorpresa del varón cuando le 

manifestaron que tenía que pagar en el Banco de la Nación el monto de s/ 25.10 para que pueda 

acceder al examen médico legal, en cambio las mujeres y los menores no realizaron ningún pago 

y se realizó el examen, ambos fueron derivados de la dependencia policial con oficios  solicitando 

que se practiquen dicho examen, esta distinción en el cobro por el servicio del médico legal acarrea 

un problema grave, porque en casos donde el varón mayor de edad no cuente con los medios 

económicos para afrontar este pago vería vulnerado su derecho de acceso a dicho servicio y esto 

traería como consecuencia afectaciones tales como: la restricción de acceso a la justicia, 

discriminación por razón de sexo y lo más importante la afectación a su derecho a la Igualdad ante 

la Ley. 

Las normas internacionales tienen discordancias en este aspecto, mientras que en algunos 

países se paga por el reconocimiento médico legal, en otros, como en Colombia y Chile, este 

examen es completamente gratuito. 

Para la presente investigación se tomó como antecedentes a  Rivera (2014) en la tesis titulada 

“El Rol del Examen Médico Legal de la Víctima como Medio de Prueba en el Delito de Violación 

Sexual” donde menciona que el examen médico legal es una prueba material que sirve para el 

juzgamiento del delito, pero en la legislación ecuatoriana no se obliga a la víctima a realizarse este 

examen puesto que se protege el derecho a la integridad de la persona, esto demuestra que el trato 

que se le da al examen médico legal es deficiente, en vista que no constituye una prueba 

fundamental dentro de un proceso penal. Con respecto a la presente investigación menciona que 

los que están encargados de fijar las tasas para las pericias es el Pleno del Consejo de la Judicatura, 

pero que, en delitos como la violación sexual, el pago de estas tasas las realizará el Consejo de la 
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Judicatura, esto quiere decir que para otros delitos se tiene que pagar por el servicio de examen 

médico legal. 

Fernández (2010) en Vlex Internacional hace un análisis de las pericias criminalísticas y su 

importancia en los juicios orales, en la cual menciona que los avances en la investigación 

criminalística que sirven para la investigación de los delitos, es un gran aporte en el juicio oral, ya 

que sirven como fuente de prueba de carácter singular, al aportar a los jueces la máxima de 

experiencia científica, capaz de resistir cuestionamientos durante un debate contradictorio, lo que 

permite que se respeten las garantías de un debido proceso; esto quiere decir que los conocimientos 

aportados por los médicos legales, en su gran mayoría son irrefutables, ya que los informes o 

certificados médicos legales contienen información especializada del estado en que se encuentra 

una persona. 

García (2014) hace una investigación sobre la “Importancia de la participación de médico 

forense en el Procesamiento de escenas del crimen en Delitos contra la vida e integridad de la 

persona y de los delitos contra la libertad e indemnidad sexual de las personas” donde manifiesta 

que el Ministerio Público es el encargado de presentar las pruebas durante un proceso penal por 

delitos contra la vida y la integridad de la persona y delitos sexuales, dentro de este escenario el 

médico forense tiene un rol indispensable, ya que mediante su dictamen médico legal aporta 

pruebas que son de vital importancia y valor en los tribunales.  

Díaz (2017) menciona que es posible que del artículo 9.2 de la Constitución española se deriven 

derechos que se aplican a determinados grupos sociales que se encuentran en desventaja, pero que 

dichos derechos no tienen carácter de fundamental y que el artículo 14 del mismo cuerpo 

normativo abarca el derecho fundamental al trato no discriminatorio, por lo tanto, ambas normas 

deben ser interpretadas de manera conjunta, (…) con respecto a la igualdad ante la ley y la igualdad 

en la aplicación de la ley la doctrina y jurisprudencia coinciden en que, mientras que la primera se 

refiere al contenido de la ley que impide el trato desigualitario entre las personas, la segunda está 

dirigida al aplicador de ley, principalmente a jueces y a la administración. En este sentido se 

concluye que, según la Constitución española, doctrina y jurisprudencia existe una total 

prohibición de discriminación que está vinculada directamente con la dignidad humana. (p. 35-40) 

Gonzaga y Jiménez  (2010) en su tesis titulada “Análisis de los criterios de oportunidad en las 

políticas de persecución penal del Ministerio Público en concordancia con el Principio de 

Igualdad” concluye que el Ministerio Público debe fundamentar cualquier tipo de diferenciación 
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en el ejercicio de la persecución penal de modo que no vulnere el principio de Igualdad y que no 

se puede sustentar  en el criterio de ahorro de recursos, por otro lado los lineamientos del Ministerio 

Público sobre persecución penal y el criterio de oportunidad que se apliquen por cuestiones de 

raza, creencias religiosas, sexo, origen, nacionalidad u otras condiciones sociales violentan el 

Principio de Igualdad.  

Simons (2017) en Themis, hace un análisis sobre la prueba científica, en el punto XI menciona 

la relevancia que tiene la prueba científica en un proceso penal según el IX Pleno Jurisdiccional 

de los Jueces Supremos en lo Penal en el año 2015, donde el criterio para la admisión de este medio 

probatorio no se determina sólo por lo que aporta la ciencia especializada al proceso, si no que el 

Juez deberá controlar la confiabilidad de la mencionada prueba, esto quiere decir que el Juez 

avaluará la pericia médica como elemento de prueba, para de esa manera motivar sus resoluciones 

de manera completa desde el punto de vista científico y legal. (P.219) 

Meléndez (2015) en su tesis “Protección del Agraviado y Principio de Igualdad de Partes en el 

Proceso Acusatorio, en el Distrito Judicial de Loreto, 2014” donde concluye que el Principio de 

Igualdad de Partes es ampliamente estudiado por la doctrina y la jurisprudencia de todo el mundo, 

ya que es fundamental su aplicación en los procesos acusatorios, porque no existe otro que 

sustituya su importancia, ya que permite que se actúe en libertad y sujetándose a la Ley, sin 

embargo,  la igualdad no es efectiva en el caso de víctimas y testigos hasta la actualidad, la 

protección de las víctimas debe contar con parámetros necesarios que deben de ser aplicados por 

todos los operadores de justicia desde el inicio hasta el final del proceso, de esta forma generará 

confianza para todos los implicados y en especial las víctimas. 

Sánchez( 2014) en su tesis doctoral “Los derechos fundamentales de acceso a la justicia e 

igualdad de la víctima en el código procesal penal” menciona que la interpretación constitucional 

del Código Procesal penal vuelve a dar valor a la víctima respecto a sus derechos fundamentales 

de acceso a la justicia e igualdad, ya que estos derechos constituyen una garantía para la víctima 

como parte del proceso; los artículos 95, 100 y 101 de mencionado código vulnera el derecho a la 

igualdad y acceso a la justicia de la víctima como parte perjudicada con el actuar del imputado, ya 

que se percibe la situación de desventaja de la víctima durante el proceso penal bajo la normativa 

vigente, es por ello que resulta indispensable replantear los mencionados artículos, visualizándolos 

desde una perspectiva constitucional con el fin de brindar una eficaz protección a los derechos 

fundamentales de  acceso a la justicia e igualdad de la víctima. 
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Salas (2018) en la tesis titulada “La naturaleza jurídica de la prueba preconstituida en el Código 

Procesal Penal de 2004” menciona que la prueba pre constituida en el proceso penal tiene la 

función de asegurar la fuente material (pericia legal) ya que se registra mediante actas de registro, 

inspecciones, incautación, etc., es un medio de acreditación del procedimiento previo de recojo de 

evidencias, el cual se actúa durante el proceso o la investigación, mediante la lectura de los 

documentos donde contiene la información recogida por los perito o médicos forenses, la prueba 

preconstituida no es un medio de prueba con valor anticipado ya que tendrá valor probatorio 

dependiendo de la información y valoración que se hizo en su momento, esto quiere decir que el 

examen médico legal que se practica se considera como prueba material dentro del proceso penal. 

Delgado (2016) en su investigación sobre “La vigencia efectiva del Principio de Igualdad 

procesal y los derechos del agraviado” donde concluye que para que se logre la completa igualdad 

entre los sujetos procesales se debe uniformizar los procedimientos en todas las agencias de control 

penal, los administradores de justicia tiene el deber de proteger el Principio de Igualdad, ya que se 

consagra como un límite para la actuación administrativa, normativa y jurisdiccional de los 

poderes del Estado, también es una manifestación de reclamo al estado para que accione y elimine 

los obstáculos sociales, políticos económicos y culturales que restrinjan o limiten el derecho a la 

igualdad entre mujeres y varones, sea cual sea la situación jurídica que ostenten. 

Salcedo (2017) en su tesis “La conveniencia de reformular el examen de igualdad en la función 

contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos” donde manifiesta en el punto XII 

de su conclusión que: de la igualdad ante la Ley se desprende la prohibición de trato arbitrario y 

discriminatorio, por lo tanto ninguna institución pública o privada puede limitar el goce y ejercicio 

igualitario de uno a más derechos humanos consagrados en las normativas internacionales 

aplicables a los países miembros de la CIDH, también menciona en su punto XIII que existen 

categorías prohibidas de discriminación, que se encuentran normadas en el artículo 1.1 de la 

CADH, las cuales son las mismas que están consagradas en la Constitución, estas prohibiciones 

se refieren a que ninguna persona puede ser discrimina da por la razón de su raza, sexo, religión, 

posición económica, nacionalidad o cualquiera sea su condición social. 

La investigación toma como bases teóricas diversos conceptos, entre estos sobre el pago, que 

en materia civil es la forma natural de extinguir una obligación pecuniaria, pero en el presente 

estudio se tratará sobre el pago efectuado por el acceso al examen médico legal que es solicitado 

por los órganos de justicia vinculados al Derecho Penal, (Juzgados, Ministerio Público y PNP) este 
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tipo de pago no tiene un concepto preciso, por la naturaleza del servicio se podría decir que es un 

tributo – tasa, ya que la contraprestación es el servicio que realiza el médico legista que tiene la 

calidad de servidor dentro de la administración pública. Si bien es verdad que algunos servicios 

brindados por el Estado deben ser pagados, en la presente investigación se estudió el pago por 

reconocimiento médico legal vinculado a un proceso penal por falta o delito de lesiones, y como 

es de conocimiento la justicia penal es gratuita tal como se prescribe en el artículo I del Título 

Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal. 

La investigación se ocupó de la labor del médico legista ligada al reconocimiento de las 

lesiones o daños ocasionados de manera dolosa o culposa, es por ello que es importante 

conceptualizar las lesiones, en vista que la mayoría de veces estás desencadenan un proceso penal 

ya sea por delitos o faltas contra la persona.  

Con respecto a las lesiones, Solórzano (2009) conceptualiza las lesiones como las alteraciones 

orgánicas o funcionales provocadas por un tercero, tanto en el cuerpo como en la salud, de manera 

que la persona sufre alteraciones en tejidos simples, órganos o en todo el cuerpo, dejando de tener 

una función provechosa corporal, causando daño en el cuerpo y la salud (p.304) 

En el Reglamento Técnico para el Abordaje Integral de Lesiones en Clínica Forense de 

Colombia (2010) menciona que las lesiones son alteraciones morfológicas, fisiológicas de órganos, 

sistemas o partes del cuerpo que fueron provocadas por un agente traumático, que desequilibra la 

salud y causa daños en menor o mayor gravedad.  

La Guía Médico legal de Valoración Integral de Lesiones Corporales (2016) elaborada por el 

Ministerio Público y Fiscalía de la Nación conceptualiza las lesiones como “es cualquier alteración 

somática (física) o psíquica, que, perturbe, amenace o inquiete la salud de quien la sufre, o 

simplemente, limite o menoscabe la integridad personal. 

Pasando a otro campo sobre los servicios que prestan los médicos legistas o peritos y la 

remuneración que perciben por sus servicios, Romo (1998) menciona que, en Chile, dentro del 

procedimiento vinculado a la materia penal, debe distinguirse si se trata de peritos particulares o 

aquellos que son funcionarios o empleados del servicio público, si prestan sus servicios como 

funcionarios o empleados los gastos serán costeados con fondos fiscales o municipales (p.162),  

En la normativa nacional, a efectos de apoyar esta postura se encuentra tipificada en el Código 

Procesal Penal en el artículo 173, numerales 1 y 2 prescriben sobre la gratuidad de los servicios 

que prestan los peritos que se encuentran en calidad de servidores del Estado. 
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La Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en este sentido menciona en su 

artículo 44.2 y 44.3 sobre los derechos de tramitación, que los cobros por procedimientos 

administrativos individualizados deben ser autorizados por una norma con rango de Ley y que si 

los procedimientos son solicitados de oficio no aplica el cobro por la tramitación.  

Si bien los honorarios del perito en materia civil son asumidos por quien haya solicitado la 

pericia, ya que pertenece a la esfera del derecho privado; en cambio en materia penal, en vista que 

los peritos perciben remuneración del Estado, no se bebería realizar pago alguno por el peritaje 

legal que esté vinculado a un proceso penal, en vista que se encuentra dentro de la esfera del 

derecho público. 

En Colombia el Reglamento Técnico para el Abordaje Integral de Lesiones en Clínica Forense 

no hace un referente específico al pago por el servicio de medicina legal, pero hace alusión al 

examen que es solicitado por una autoridad competente a pedido del imputado cuando se está 

adelantando la investigación es su contra, “en estos casos el examen debe efectuarse por peritos 

particulares, a costa del solicitante” (p.48). Contraria a esta postura, en el portal web de la clínica 

forense existen una serie de interrogantes sobre el examen médico legal, a la pregunta sobre si el 

servicio requiere pago, la respuesta es “no”, y a la pregunta sobre a quienes está dirigido, la 

respuesta es “A todos”, siempre que el servicio por examen médico legal sea solicitud de autoridad 

competente y esté acompañado de la denuncia de apertura de investigación ante la autoridad 

judicial. 

El Código Procesal Penal, en su Título Preliminar, en el artículo I menciona que la justicia 

penal es gratuita, salvo las prerrogativas que se disponen por razón de función o cargo. El examen 

médico legal es un procedimiento que se realiza como parte de las investigaciones preliminares 

que es parte de la justicia penal, además debe de tomarse en cuenta que la justicia penal inicia 

cuando la autoridad competente toma conocimiento del hecho ilícito. 

Pasando al concepto de medicina legal, Gisbert y Villanueva (2005) mencionan que “la 

medicina legal es el conjunto de conocimientos médicos y biológicos necesarios para la resolución 

de los problemas que plantea el Derecho” (p.4). En consecuencia, la medicina legal es la ciencia 

que estudia los acontecimientos que en el ejercicio de la función jurídica tiene sustento en ciertos 

conocimientos médicos – biológicos previos. La medicina legal actúa como ciencia auxiliar 

insustituible del Derecho, ya que por su carácter eminentemente aplicativo busca esclarecer hechos 
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que el Juez por sí solo no puede evaluar o valora. A. Paré, citado por los autores, decía que “los 

jueces deciden según se les informa”. 

Como se puede apreciar, los métodos científicos sirven de apoyo fundamental al Derecho, 

porque de esta manera se delibera sobre la responsabilidad y la magnitud de los daños que sufrió 

una persona, sin la ciencia el Derecho no podría, en algunos casos, llegar a una resolución justa de 

acuerdo a Ley.  

Albarrán y Sánchez (2014) dice que “los derechos del hombre tienen un carácter biológico, a 

menudo vacilante, e impreciso, que han de hacerse respetar en nombre de la sociedad por el Juez 

cuyo carácter jurídico es conciso, preciso y justo” (p.11). Considerando este concepto, la medicina 

legal tiene un rol determinante dentro de la administración de justicia como verificador y 

calificador científico de los daños que sufre la biología de las personas. 

Albarran y Sánchez (2014) afirman que la medicina legal es importante por lo mucho que 

aporta en el proceso, al considerarse auxiliar del derecho, está al servicio de la administración de 

justicia relacionando al perito con la parte solicitante que siempre será un órgano de justicia 

(Juzgado, Fiscalía, PNP, Administración Pública). La responsabilidad de los médicos peritos 

conlleva la responsabilidad ética, moral y material, que tiene carácter obligatorio, esto quiere decir 

que no se pueden negar los peritos a prácticas el examen médico, ya que podrían ser objeto de 

sanción. (p. 16) 

Martí (2014) menciona a Paúl Maté, quien manifiesta que la medicina legal debe “estar al 

servicio de la sociedad y evitar que se cometan injusticia a sus miembros” (p.8). 

Ramón Ruffner (2014) en la Revista Quipukamayoc, manifiesta que la prueba pericial es la 

postura fundamentada del profesional especializado en ramas de su conocimiento que los 

administradores de justicia no dominan, en consecuencia la prueba pericial es un importante medio 

probatorio que sirve exclusivamente para los fines que busca el proceso, describiendo las 

circunstancias científicas que ya se encuentran en el expediente, aportando un dictamen conceptual 

y deductivo que puede proyectarse al futuro. (p.139) 

Todo lo mencionado por los autores, se resume en que es una prueba especializada que 

necesariamente debe ser analizada, evaluada y valorada por el juez de manera que cree convicción 

y se logre llegar a la verdad de los hechos. 

Nakazaki, C. hiso un análisis de la prueba pericial y su valoración según la jurisprudencia de 

los Estados Unidos de Norte América donde menciona que debe poseer estándares que se refieren 
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a: a) la habilitación científica y experiencia del perito o experto, b) el método científico empleado 

y su aceptación por la comunidad científica experta en la elaboración de la pericia, y c) la correcta 

utilización o aplicación de método científico y si sus conclusiones fueron elaboradas al margen del 

proceso; según estos parámetros la prueba pericial debería ser confiable. El art. 393, inc. 2 en su 

segundo párrafo del Código Procesal Penal prescribe que el Juez Penal debe valorar las pruebas 

respetando las reglas de la sana crítica, conforme a los principios de la lógica, las máximas de la 

experiencia y los conocimientos científicos. 

Conforme lo señala la jurisprudencia estadounidense y la normativa peruana, la prueba pericial 

es un importante elemento dentro de los procesos penales, pero para ser considerada como una 

prueba confiable debe seguir ciertos parámetros de calidad que aplican los expertos en la materia. 

Pasando al concepto teórico de la Igualdad ante la Ley, a decir de De Asís y Palacios (2007) 

“igualdad se relaciona con los requisitos de generalidad u abstracción de las normas. Supone un 

idéntico estatus jurídico en la aplicación y legislación” (p.40). Este concepto supone una forma 

más amplia de definir a la igualdad, ya que no solo se enfoca desde su aplicación dentro de la 

sociedad hacia las personas, sino que, toma en cuenta la labor legislativa. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (2015) en su artículo 1 prescribe que 

“Todos los seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad y derechos […]” (p.1), por lo tanto, 

la igualdad se trata del respeto a la dignidad humana, a su integridad física y moral y a todo derecho 

que conlleve a desarrollarse en libertad, características fundamentales que dotan a un Estado de 

seguridad jurídica.  

Eguiguren, F. (1997) menciona que la igualdad tiene una doble dimensión: por un lado, se le 

considera como el principio rector de todo ordenamiento jurídico, por lo tanto, al vulnerarse el 

derecho a la igualdad, simultáneamente se está vulnerando otros derechos; y, por otro lado, es un 

derecho constitucional subjetivo que puede ser exigido de manera individual, por lo que una 

persona puede accionar cuando sienta o se materialice en un determinado hecho. (p.64). 

El autor le da un sentido más completo al concepto de igualdad, considerándolo desde un plano 

social como individual. 

Por otro lado, el acceso a la justicia en igualdad de condiciones es un aspecto fundamental para 

que se pueda establecer una verdadera equidad entre todas las personas y ciudadanos de una 

nación, La Comisión Internacional de Justicia, realizó un estudio sobre el acceso a la justicia en El 

Salvador, a lo largo de todo el estudio se tratan temas como los derechos a la igualdad en aspectos 
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de educación, salud, trabajo y acceso a la justicia sin discriminación, en el Capítulo 2 hace una 

descripción sobre los avances normativos a favor de la igualdad donde menciona que, para lograr 

estos avances existe un trabajo conjunto del Comité DESC, otros órganos de la ONU y el mismo 

Estado, donde su principal enfoque fue sobre la prohibición de la discriminación y la protección y 

promoción de la igualdad, enfatizar en el concepto de igualdad de las personas, lo cual se 

manifiesta tomando en cuenta al ser humano en su esencia.(2013, p. 20) 

El artículo 2 de la Constitución Política del Perú y en el artículo 10° del Código Penal, prescribe 

que toda persona tiene derecho a la Igualdad ante la Ley, en este sentido,  Eguiguren en la revista 

ius et veritas menciona que se deben considerar dos aspectos importantes, en primer lugar, se debe 

tener en cuenta el significado de la igualdad de la Ley o en la Ley, que en pocas palabras quiere 

decir que el Legislador no podrá emitir normas que contravengan el principio de igualdad; en 

segundo lugar, la igualdad en la aplicación de la Ley, lo que significa que no se puede dar trato 

diferenciado a personas que se encuentren bajo las mismas o similares situación o casos. (p. 64). 

Al respecto de lo mencionado por el autor se trata de considerar la Igualdad ante la Ley como una 

regla general e imperativa para legislar y aplicar la norma, el objetivo principal es liberar al Estado 

de todo tipo de discriminación, fomentando el trato igualitario tanto en la aplicación de la Ley y 

las consecuencias jurídicas. 

A lo largo de la investigación se observó que en la actualidad el derecho a la igualdad del varón 

es un tema poco investigado, ya que los estudios son relacionados a la igualdad de género, pero no 

vinculados al varón, sino a la mujer.  

En la cuidada de México la profesora Chávez, J. (2011) en el boletín UNAM – DGCS-682, 

menciona que el hombre sufre discriminación de género en algunos ámbitos, por ejemplo, en el 

aspecto de la paternidad y trabajos que brindan servicios de salud, esto porque se da preferencia a 

las mujeres considerando que son “aptas” para realizar este tipo de labores. También hace mención 

al día internacional del hombre que se celebra cada 19 de noviembre (nació en Trinidad y Tobago 

a sugerencia de Jerome Teelucksingh) pero que no es institucionalizado como lo es el día de la 

mujer.  

A continuación, se menciona algunos artículos de revistas donde se trata el tema de 

discriminación que sufre el varón: Al respecto la revista virtual El País (2015) menciona que 

“varios señores amordazados se quejan de las presiones que sufren por parte de las mujeres”, esto 

es el resultado de la campaña #dontmanscriminate que en español significa “no discrimines a los 
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hombres”, esta campaña se realiza en contra de la discriminación y la violencia sufrida por los 

varones, donde se habla por ejemplo, de las denuncias falsas que realizan las mujeres por violencia 

sexual, ya que este delito no precisa de pruebas materiales para que un varón sea investigado, basta 

con la manifestación de la supuesta víctima, también menciona sobre el abuso que se comete en 

contra de los padres  que tienen un régimen de visita, donde las madres usan a los hijos para 

condicionar al padre, esto a contar solo dos de muchas formas de violencia que sufre el varón. 

En BBC NEWS (2017) donde hace una investigación sobre la “Misandria, el odio y la 

discriminación a los hombres de las que nadie habla”, donde menciona que cuando se habla de 

discriminación de género, en forma automática se vincula a la mujer que es víctima del machismo 

a nivel mundial, sin considerar que en muchos aspectos el varón es el que sufre de discriminación. 

En esta revista se cita a David Benatar y a su libro titulado TheSecondSexim: 

DiscriminationAgainstMen and Boy (El segundo sexismo: la discriminación contra hombres y 

niños) donde menciona que la custodia de los hijos en estos tiempos es un aspecto en el cual los 

varones son discriminados, otra forma de discriminación es el hecho de que en la guerra participan 

más varones que mujeres. Otra autora que citan es Katherine Young, profesora de la Universidad 

de Montreal, quien escribió un libro titulado “Misandria: el odio a los hombres” donde menciona 

entre otra cosa que los movimientos feministas de años anteriores han evolucionado, hasta 

convertirse en la actualidad en una estereotipación negativa de los hombres y la masculinidad. 

Tomando en cuenta todo lo mencionado anteriormente, la presente investigación estudió la 

aplicación desigual del pago por reconocimiento médico legal que sufre el varón al momento de 

requerir los servicios del médico legista en Lima Norte-2018, ya que en su gran mayoría estos son 

afectos a dicho pago, en su mayoría vinculado a la falta o delito de lesiones. 

El problema general que se abordó con la investigación es ¿cómo o de qué manera el pago por 

reconocimiento médico legal afecta a la igualdad ante la ley en Lima – Norte en el año 2018? y 

como problemas específicos, se tiene en primer lugar la interrogante ¿de qué manera el pago por 

reconocimiento médico legal afecta el Derecho a la igualdad ante la ley de los varones entre 18 y 

64 años de edad en Lima Norte en el año 2018? Y en segundo lugar ¿por qué la exoneración del 

pago por reconocimiento médico legal sólo se aplica a determinado sector de la población? 

Abordando dichos problemas se explicará sobre la aplicación de la Ley de manera desigual entre 

personas que se encuentran en igualdad de condiciones al momento de presentarse para someterse 

al examen médico legal, por otro lado, se demostró la contradicción normativa existente. 
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La justificación de la investigación tiene diferentes vertientes, desde el punto de vista teórico, 

se reflexionó sobre como el pago por reconocimiento médico legal es un elemento de vulneración 

del derecho a la Igualdad ante la Ley, y en vista que no existen investigaciones anteriores con que 

contrastar la presente investigación, se tomó en cuenta la opinión de los expertos, de manera que 

se plantee una alternativa de solución; desde el punto de vista metodológico, tratándose de una 

investigación de tipo básico, se buscará contribuir al conocimiento mediante procedimientos 

estructurales que conduzcan a plantear  un concepto válido del pago por reconocimiento médico 

legal; desde el punto de vista práctico, la investigación ayudará a resolver el problema que aqueja 

a los varones mayores de edad, planteando la exoneración del pago por reconocimiento médico 

legal, de manera que no se vulnere el derecho de la Igualdad ante la Ley de ninguna persona, por 

último, la justificación jurídica radica en la contradicción que existe entre las normas objetivas, 

mientras que en algunas normas se plantea la exoneración del pago a determinado sector, en otra 

norma se plantea la gratuidad de la justicia penal, esta contradicción conlleva a la afectación del 

derecho Constitucional de la Igualdad ante la Ley. 

Como objetivo general se explicó cómo afecta el pago por reconocimiento médico legal al 

derecho a la igualdad ante la Ley en Lima Norte en el año 2018, como objetivos específicos, se 

explicó cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta el Derecho a la Igualdad ante la Ley 

de los varones entre 18 y 64 años de edad en Lima Norte en el año 2018, y se demostró por qué la 

gratuidad del examen por reconocimiento médico legal debe aplicarse para todos por igual. 

Los supuestos jurídicos de la investigación, son las posibles respuestas a los problemas y 

objetivos que se plantea, por lo tanto, como supuesto jurídico general, se planteó que el pago por 

reconocimiento médico legal si afecta el derecho a la igualdad ante la ley, por que coloca en 

situación de desventaja a las personas que no cuentan con los medios económicos para realizar el 

pago y por lo tanto ven afectado su derecho de acceso a la tutela jurisdiccional al no poder probar 

las lesiones sufridas; como primer supuesto especifico se planteó que el pago por reconocimiento 

médico legal si afecta el derecho de igualdad ante la ley de los varones entre 18 y 64 años edad, 

en vista que no existe norma expresa que los exonera del pago  y siendo ellos afectos a dicho pago 

sin tomar en cuenta los hechos o la situación jurídica que ostentan al momento de someterse a 

dicho reconocimiento; por último, como segundo supuesto jurídico se planteó la gratuidad del 

reconocimiento médico legal para todas las personas, y que se modifique las normas vigentes para 
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su mejor aplicación, de manera que todos tengan el mismo derecho de acceder a la justicia y que 

no se vea vulnerado el derecho a la Igualdad ante la Ley. 



22 

II MÉTODO 

2.1. Tipo y diseño de la investigación 

La presente investigación es de enfoque cualitativo (estudio de los hechos en su forma natural) y 

de tipo básico por que mediante las entrevistas desarrolladas se obtuvo información que fue 

construyendo un conocimiento del problema que supone el pago por reconocimiento médico legal 

y la afectación que sufre el derecho a la igualdad ante la ley de las personas, por lo tanto, agregando 

los nuevos conocimientos a los ya existentes se logró formar un conocimiento más sólido del 

problema investigado. En esta línea, Ruiz (2012) menciona que la investigación cualitativa se 

desarrolla en cinco fases: 1) Definición del Problema, 2) Diseño de Trabajo, 3) Recogida de datos, 

4) Análisis de datos, 5) Informe y validación de la investigación. (p. 51).

En relación a lo que menciona el autor, se deduce que la metodología que utiliza el enfoque

cualitativo sigue parámetros determinados por los procedimientos concretos a seguir, como son 

las fases señaladas anteriormente, es por ello que primero se determina la definición del problema 

debido a que se le debe dar un concepto y de esta forma partir de esta acepción en busca de un 

nuevo conocimiento, en segundo lugar se debe realizar un diseño del trabajo, esto quiere decir se 

debe plantear una estructura la cual tiene que ser delimitada por un índice de los conceptos que se 

abordará durante la investigación, en tercer lugar se hace el trabajo práctico de campo que es la 

recolección de los datos mediante las entrevistas, en cuarto lugar se analizan los datos empleando 

un rigor científico alto, de manera que los resultados sean justificados, verdaderos y confiables, 

por último se realiza el informe y validación de la investigación; el informe es el trabajo material 

y la validación se realiza mediante la sustentación. 

Dentro de la investigación de tipo básico, se consideró el diseño de teoría fundamentada, ya 

que se estudió el problema en concreto a partir de diferentes perspectivas de los participantes, ya 

sean expertos en la materia o los Abogados especializados que tienen conocimiento sobre la 

afectación que produce el pago por reconocimiento médico legal, de esta manera se logró construir 

una teoría a través de los datos recolectados mediante las entrevistas, lo cual sirve de base para 

seguir investigando el problema en concreto; también se tomó en cuenta el diseño fenomenológico 

por que el problema investigado afecta sólo a un determinado grupo de la sociedad (varones entre 

18 y 64 años). Al respecto Rodríguez (2014) menciona que el diseño de teoría fundamentada es 
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compatible con la estrategia fenomenológica, en vista que, el objetivo es encaminar la 

investigación cualitativa a través razonamientos y descripciones de las vivencias reales por parte 

de los sujetos del tema investigado, para comprender la transformación que sufrieron a partir de 

las vivencias grabadas en su propia conciencia. Estas estrategias tienen acceso a datos que 

construyen teorías mediante el conocimiento de la realidad problemática de cada persona a través 

de los distintos hechos suscitados en la sociedad con un especial significado para cada individuo.  

2.2. Escenario de estudio 

La presente investigación se realizó en Lima Norte en el año 2018, tomando en cuenta las posturas 

de expertos como son los fiscales y Abogados especializados en materia penal, también se tomó 

en cuenta como objetos de estudio las normas como La Constitución Política del Perú, el Código 

Penal, Código Procesal Penal, Ley 27444 y la Ley 30364 Ley para prevenir, sancionar y erradicar 

la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, la cual se encuentra en el marco 

teórico, por otro lado, la R.G.G. N° 213-95-MP-FN-GG Manual de Procedimientos 

Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales, la Resolución de Fiscalía 

de la Nación N° 866- 2015-MP-FN, la Casación N° 171-2011-Lima, las cuales fueron objeto de 

análisis documental. 

Se tomó en cuenta las mencionadas normativas en vista que existe contradicción entre ellas al 

momento de su aplicación, por un lado,  la ley 30364 menciona que los servicios de salud para las 

mujeres  e integrantes del grupo familiar que hayan sufrido violencia es totalmente gratuito, la 

Resolución de Gerencia General N° 213-95 menciona que la atención con solicitudes de la Fiscalía 

y Poder Judicial son gratuitas, en otros casos para la atención de los adultos se debe hacer el pago 

en el Banco de la Nación (según el TUPA del Ministerio Público), la Resolución de Fiscalía N° 

866 – 2015 MP-FN menciona sobre los afectos a exoneraciones del pago y la Casación N° 171-

2011 hace un análisis sobre el derecho a la igualdad, por otro lado, la Constitución Política del 

Perú, el Código Penal, Código Procesal Penal y otras normas de mayor rango mencionan que sobre 

la Igualdad ante la Ley, la gratuidad de la justicia penal, las prerrogativas por cuestiones de función 

o cargo y sobre la prestación de servicios gratuitos que efectúan los profesionales que presten

servicios al Estado. Considerando lo mencionado anteriormente se tiene que existe contradicción 

entre las normas, y la afectación que sufre el derecho a la Igualdad ante la Ley, por lo tanto, es en 

este contexto que radica la justificación jurídica al problema investigado. 



24 

2.3. Participantes 

Abogado Wilder Ivan Ilave Collazos, Secretario Judicial en el 6to Juzgado Especializado en lo 

Penal, de la Corte Superior de Justicia de Lima. 

Abogado Hécules Limaymanta Marcos, Fiscal Adjunto Provincial de Lima, 24° FPPL 

Abogado Gustavo Adolfo Silva Huamán, Fiscal Adjunto Provincial – Tercer Despacho - 3ra 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa, Distrito Fiscal de Lima Norte. 

Abogado Jaime Enrique de la Cruz Agüero, Fiscal Adjunto Provincial – Tercer Despacho – 

3ra Fiscalía Provincial Penal Corporativa, Distrito Fiscal de Lima Norte. 

Abogado Chistian Joel Moscoso León, Fiscal Adjunto Provincial Provisional – 4to Despacho 

– 3ra Fiscalía Provincial Corporativa, Distrito Fiscal de Lima Norte.

Abogado Edwin G. Tolentino Gabancho, Fiscal Adjunto Provincial (P), 1° Fiscalía Provincial

Penal Corporativa de Santa Rosa – CUARTO DESPACHO. 

Abogada Dolly De la Cruz Saenz, Asistente Legal de la Procuraduría Anticorrupción del 

Callao. 

Abogada Elvira Consuelo Martinez Rosales, Fiscal Adjunta Provincial de la Segunda Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa especializada en violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 

familiar de Comas – Sede Independencia, Segundo Despacho. 

2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Las técnicas e instrumentos de recolección de datos sirven de sustento para la investigación, a 

partir de dichas técnicas e instrumentos se obtuvo la información válida y confiable que ayuda a 

plantear nuevos conocimientos sobre el problema en concreto. El instrumento utilizado es la guía 

de entrevistas y las técnicas son las entrevistas, análisis normativo y la observación directa. 

2.5. Procedimiento 

Para lograr dar respuesta a los objetivos planteados en la investigación sobre el problema que 

significa el pago por reconocimiento médico legal y la afectación del derecho a la igualdad ante la 
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ley, se recolectó los datos según las opiniones de expertos, categorizándolos de la siguiente 

manera: a) Fiscales especialistas en delitos y faltas de lesiones, en vista que tiene conocimiento 

directo de la Ley penal y sus normativas conexas, b) Personal del Instituto de Medicina Legal, ya 

que por la profesión que desempeñan son los expertos en determinar las lesiones y las implicancias 

jurídicas que conllevan, c) Abogados especialistas en materia de lesiones, y d) Ciudadanos 

(varones entre 18 y 64 años) que se someten al examen de reconocimiento médico legal 

2.6. Método de análisis de información 

Para la presente investigación se utilizó el método inductivo, argumentativo y de interpretación 

jurídica; el método inductivo es un proceso que parte del hecho particular que es el pago por 

reconocimiento médico legal y el derecho a la igualdad ante la ley, y permitirá llegar a 

conclusiones generales a través de las opiniones de los expertos sobre el problema investigado. Se 

analizó la información partiendo de las características generales hasta llegar a lo particular, 

empleando la observación del hecho problemático; el método argumentativo se utilizó a lo largo 

de toda la investigación, desde el planteamiento de la tesis o el problema a investigar, pasando por 

los argumentos o datos comprobables, hasta lograr llegar a las conclusiones; dentro de los métodos 

de la interpretación jurídica, se utilizó la hermenéutica para analizar e interpretar las normas de 

manera profunda y jerárquica, para de este modo llegar a la interpretación sistemática, que no es 

otra cosa que la interpretación y aplicación de la normativa de manera conjunta, por lo tanto, la 

norma no se puede aplicar de forma aislada, por otro lado, la hermenéutica hace un análisis 

profundo de la norma en el sentido que está se debe interpretar de manera conjunta y coherente. 

En la investigación existe una contradicción entre las normas analizadas mencionadas 

anteriormente, es por ello que haciendo uso de un adecuado análisis sistemático se pudo advertir 

de dichas falencias, la interpretación sistemática se trata de analizar las normas que se aplican a un 

determinado hecho sin caer en contradicciones ni afectando derechos fundamentales, en el caso en 

particular, las contradicciones entre las normas conllevan a la vulneración de un importante 

derecho fundamental como lo es la Igualdad ante la Ley. 

2.7. Aspectos éticos 

Olmeda (2005) menciona que la ética es la guía interna de las personas que dirige sus intenciones, 

que fundamenta la conciencia, es por esto que se le compara con luz de un faro que ilumina el 



26 

sendero de la vida, dándole sentido, compenetrando la conciencia humana y guiando su 

comportamiento para que trascienda lo largo de la vida. (p. 17)  

Para lograr la veracidad de la investigación, se siguió un lineamiento estricto de valores éticos 

y morales, el absoluto respeto por la propiedad intelectual y la identidad de los expertos que 

participaron de la investigación, cumpliendo con la normativa jurídica vigente, creencias 

religiosas, responsabilidad social, convicciones políticas y el respeto por la libre voluntad de apoyo 

a la investigación. Se brindó la información veraz y correcta que las personas consideran necesarias 

para participar de la investigación, de manera que ninguno de los participantes considera que se 

vulneró su dignidad, por otro lado, se respetó los lineamientos de la Universidad César Vallejo, se 

aplicó como guía la Resolución 089-2019/UCV y las normas APA. 
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III RESULTADOS 

3.1. Resultado de la Guía de Entrevista 

Para el objetivo general que es “Explicar cómo afecta el pago por reconocimiento médico legal 

al derecho a la igualdad ante la Ley en Lima Norte en el año 2018”. 

A la primera pregunta, Teniendo en cuenta el Art. 10 del Código Penal que prescribe el 

Principio de Igualdad ante la Ley, entonces, ¿Cómo se justifica el pago que se realiza en el Banco 

de la Nación por examen de reconocimiento médico legal de lesiones, que se establece en el TUPA 

del Ministerio Público, el cual lo pagan los varones? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta: Que conforme al Art. 10° del CP, señala el Principio de Igualdad, 

pero es prerrogativa por FUNCIÓN O CARGO, que no todo el trato es igual. Y con relación al 

pago obra una norma como muchas entidades utilizan. Moscoso, C. manifiesta que: Si bien es 

cierto que el art. 10 CP prescribe el Principio de Igualdad ante la Ley, el pago que se realiza al BN 

por examen de reconocimiento médico legal es exonerado a las mujeres en caso de violencia, así 

como también se encuentran comprendidos los niños, niñas, policías y bomberos. De la Cruz, J. 

manifiesta que: Todo servicio es un trámite administrativo que demanda gasto al Estado y eso tiene 

que justificarse independientemente de que sean varones o no se exonera de pago a la parte 

agraviada, pues el Estado siempre está con los más vulnerables. Ilave, W. manifiesta que: No hay 

justificación alguna al obligar a los varones pagar por el examen de reconocimiento médico legal 

al haber sido agraviado ante un hecho ilícito. Silva, G. manifiesta que: Según el TUPA del 

Ministerio Público, se encuentra estipulado un pago por exámenes médicos legales por lesiones 

con el código N° 2283, el cual no hace distinción de género entre varón y mujer. Limaymanta, H. 

manifiesta que: Debe precisarse que el costo por reconocimiento médico legal tiene dos formas de 

costo; (1) gratuitos cuando es solicitado por el Ministerio Público o Pode Judicial; (2) en forma 

particular a través del TUPA.   De la Cruz, D. manifiesta que: Lo pagan los varones por que no 

son considerados población vulnerable, según norma las mujeres, niños, adolescentes e indigentes 

están exonerados por considerarse población vulnerable. Martinez, E. menciona que: El Tupa es 

un instrumento administrativo, la justificación reside en recaudar recursos, además el pago es 

exonerado según Ley a personas que no tengan recursos económicos debidamente demostrados. 

Según los resultados obtenidos de la primera pregunta sobre la justificación del pago por 

reconocimiento médico legal de lesiones, por parte de los varones; 3 de los 8 entrevistados afirman 

que no existe distinción entre varón y mujer para realizar el pago por reconocimiento médico legal, 
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2 de los 8 afirman que es un pago porque es un trámite administrativo y por último 3 de los 8 

entrevistados tienen concepciones distintas como que existen dos formas de costo, ( gratuitos y 

pagados) los varones pagan por que no son considerados población vulnerable y uno de los 

entrevistados no le encuentra justificación al pago. 

A la segunda pregunta, ¿Explique Ud. cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta 

el derecho a la igualdad ante la Ley, en los procesos penales? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta: No afecta el derecho a la igualdad, ya que para RML al detenido es 

gratis, por violencia familiar es gratuito, pero por otras razones o circunstancias se realiza un pago 

debidamente fundamentado ante el MEF. Moscoso, C. manifiesta que: Si bien es cierto en los 

casos de agresión contra las mujeres y el grupo familiar, los varones comprendidos en este criterio 

al ser víctimas de agresión, estos no pagarían dicho examen, porque están comprendidos como 

víctimas sean varones, mujeres y otros.   De la Cruz, J. manifiesta que: No creo que afecte el 

derecho a la igualdad, en los procesos penales existe una exoneración de pago a la parte agraviada, 

sería ilógico que se exonere a quien comete una conducta ilícita. Ilave, W. manifiesta que: Dicho 

pago por reconocimiento médico legal del varón agraviado no solo vulnera el derecho a la igualdad 

ante la Ley, sino también el derecho a la defensa en un proceso penal. Silva, G. manifiesta que: 

No afecta el derecho a la igualdad porque no hay distinción. Limaymanta, H. manifiesta que: Para 

el caso de procesos penales, entendidas las que se tramitan ya en el Poder Judicial las evaluaciones 

médicas serán en su mayoría para establecer las secuelas del delito, el cual es gratuito si lo ordena 

el Poder Judicial, no se ve afectado la igualdad ante la Ley. De la Cruz, D. menciona que: En el 

caso de lesiones (como menciona la entrevistadora) si afectaría en vista que, si no se paga por el 

reconocimiento médico legal, no se podría probar las lesiones. Martinez, E. menciona que: 

Afectaría siempre que sea una condición o requisito para participar en el proceso penal, el pago es 

prestación para acceder a los servicios de medicina legal, que posteriormente el certificado servirá 

para evidenciar el tipo de lesiones. El hecho de ser denunciante o denunciado ya hace posible la 

situación de ser parte de un proceso penal. 

Según los resultados obtenidos de la segunda pregunta sobre la afectación del Derecho a la 

Igualdad Ante la Ley en los procesos penales; 5 de los 8 entrevistados afirman que no afecta el 

Derecho de Igualdad Ante la Ley, 2 de los 8 entrevistados afirman que si afecta el derecho de 

Igualdad Ante la Ley y 1 de los 8 entrevistados afirma que en casos de agresión dentro del grupo 

familiar todos son exonerados. 
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Para el objetivo específico 1: Explicar cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta 

el Derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad en Lima Norte en 

el año 2018.  

A la tercera pregunta, El Art. 10 del Código Penal prescribe el Principio de Igualdad ante la 

Ley, donde expresa lo siguiente: (…) Las prerrogativas que por razón de la función o cargo se 

reconocen a ciertas personas, habrán de estar taxativamente previstas en la Leyes o tratados 

internacionales. Por lo tanto, ¿Cómo afecta el pago por el reconocimiento médico legal el derecho 

a la igualdad ante la Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad, considerando que la norma no 

hace prerrogativas por cuestiones de sexo? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: No afecta, ya que la función o cargo es para el proceso penal que 

se sigue a un funcionario público por el cargo que ostenta, ejemplo: ser congresista, Presidente de 

la Nación, Magistrados, etc. Moscoso, C. manifiesta que: No afecta el derecho de igualdad, porque 

si bien es cierto en dicha resolución art. 3 considera la exoneración, cuando hay casos de violencia, 

desprotección, asimismo en caso de los bomberos ejercen sus funciones gratuitamente. De la Cruz, 

J. manifiesta que: Por sentido común se podría determinar que solo es una disposición

administrativa que atiende solo a los varones debido a que las mujeres por distintas situaciones 

son más vulnerables. Ilave, W. manifiesta que: Ante la inexistencia de prerrogativas por cuestiones 

de sexo en nuestro Código sustantivo, el pagar por el reconocimiento médico legal del varón 

agraviado afecta económica y psicológicamente al mismo. Silva, G. manifiesta que: No existe 

diferencia de sexo masculino y género en cuanto al pago, para el examen de reconocimiento 

médico legal.  Limaymanta, H. manifiesta que: Es de precisarse si estamos en el caso de ser gratuito 

no afecta al administrado; si fuese de forma particular u ordenado por la policía el costo es el que 

se requiere para el trámite (particular) por la evaluación, que supone un costo para que obtenga el 

administrado dicha evaluación. De la Cruz, D. menciona que: En caso de detenidos la atención es 

gratuita, pero si el lesionado se apersona por sus propios medios tiene que realizar el pago, esta 

acción es una clara desigualdad ante la Ley, aún más cuando se trata de varones que no están 

exonerados. Martinez, E. menciona que: El Art. 02, numeral 02 de la Constitución prescribe el 

derecho fundamental de la igualdad ante la Ley y que nadie debe ser discriminado por “sexo o 

condición económica”, en este sentido si afecta al que paga por el reconocimiento. 

Según los resultados obtenidos de la tercera pregunta sobre cómo afecta el pago por 

reconocimiento médico legal el Derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones entre 18 y 64 



30 

años, considerando que la norma no hace prerrogativas por cuestiones de sexo; 3 de los 8 

entrevistados afirman que no afecta el Derecho a la Igualdad ante la Ley,  3 de los 8 entrevistado 

afirman que si afecta el Derecho de Igualdad ante la Ley y 2 de los 8 entrevistados tienen opiniones 

contradictorias, mientras que uno menciona que es una disposición administrativa sólo para los 

varones, el otro menciona que dependerá si es gratuito o solicitado por un particular. 

A la cuarta pregunta, El Manual de Procedimientos Administrativos de la División Central de 

Exámenes Médico Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-GG), prescribe en la parte de sus 

Disposiciones generales, quienes no están afectos al pago por el examen médico legal; y el acápite 

A.1. del Servicio de Adultos menciona que se debe realizar el pago en el Banco de la Nación (…).

Teniendo en cuenta la normativa, Explique Ud. ¿Por qué en la actualidad el pago por examen 

médico legal sólo se aplica a los varones mayores de edad entre 18 y 64 años de edad, cual es la 

explicación jurídica o fundamento legal? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: Todo se regula mediante Decreto Supremo N° 064 – 2010 – PCM 

donde aprueban la Metodología de determinar el costo de los procedimientos administrativos y 

servicios prestados contemplados en la Ley 27444, Art. 44.6 – 44 de la Ley. Moscoso, C. 

manifiesta que: Porque a partir de los 18 años toda persona tiene capacidad de ejercicio, 18 y un 

día son considerados adultos (capacidad de ejercicio). De la Cruz, J. manifiesta que: No se aplica 

a mujeres por una situación social de que las mujeres por su naturaleza y por política social son 

más vulnerables.  Ilave, W. manifiesta que: A la actualidad no hay una explicación jurídica para 

que paguen por su examen médico legal los varones agraviados. Silva, G. manifiesta que: Dicha 

Resolución hace alusión a adultos en líneas generales, no distingue varón de mujer, sin embargo, 

debe tenerse presente que en la actualidad este presente la vigencia de la Resolución de Fiscalía 

de la Nación N° 866 – 2015 – MP – FN y N° 1747 – 15. Limaymanta, H. manifiesta que: Las 

evaluaciones ordenadas por el Ministerio Público y el Poder Judicial siempre serán gratuitas, en 

los casos en que el administrado se encuentre fuera de una investigación preliminar o proceso 

judicial debe sufragar el costo que denota obtener un pronunciamiento médico legal, es el caso por 

ejemplo del ADN. De la Cruz, D. menciona que: Jurídicamente ellos no están exonerados por una 

norma específica, sólo están exonerados en casos de indigencia demostrada ante el Fiscal o Juez; 

o por estado de vulnerabilidad. Martinez, E. menciona que: Por que las mujeres están exoneradas

según Ley N° 30364, pero si los varones pertenecen al grupo familiar no pagan, en todos los otros 

caos tendrían que pagar, siempre teniendo en cuenta las exoneraciones estipuladas. 
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Según los resultados obtenidos de la cuarta pregunta sobre la aplicación del pago por 

reconocimiento médico legal sólo a los varones entre 18 y 64 años y su explicación jurídica;2 de 

los 8 entrevistados manifestaron que las mujeres están exoneradas por la Ley 30364; 6 de los 8 

entrevistados tuvieron opiniones diferentes, mencionando normas vigentes como el Decreto 

supremo 064-2010 PCM, la Ley 27444, la Resolución de Fiscalía 866-2015 y 1747-2015, además 

se menciona que a partir de los 18 años la persona ya tienen capacidad de ejercicio y que fuera de 

un proceso penal si se paga por reconocimiento médico legal. 

A la quinta pregunta, Teniendo en cuenta el Art. I del Título Preliminar del Código Procesal 

Penal donde prescribe (…) la justicia penal es gratuita (…), cabe precisar que ésta inicia desde el 

momento que se cometió el acto lesivo, por lo tanto, la emisión de la solicitud por parte de la 

autoridad competente para que se practique el examen médico legal, se encuentra dentro del 

procedimiento penal para la obtención del informe médico donde se determina el grado de la 

lesión; entonces, ¿ Considera Ud. que existe una contradicción normativa entre el Código Procesal 

Penal y el Manual de Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico 

Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-GG) con relación al pago que efectúan los varones entre 18 y 

64 años de edad por el examen de reconocimiento médico legal o contra la Constitución Política 

del Perú? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: No existe, ya que obra normas para su fundamentación y pago 

respectivo. Moscoso, C. manifiesta que: Si. De la Cruz, J. manifiesta que: No habría contradicción 

toda vez que proceso penal y acceso a la justicia es gratuito, en tanto en tanto que el pago ante el 

IML es un trámite administrativo que ataña a los investigados. Ilave, W. manifiesta que: 

Definitivamente dicho pago por reconocimiento médico legal del agraviado varón contraviene 

derechos fundamentales, dando lugar a contradicciones normativas. Silva, G. manifiesta que: No 

existiría contradicción por cuanto el acceso a la justicia sigue siendo gratuita, y que el ministerio 

Público tiene la potestad de exonerar el pago que están obligados los agraviados, atendiendo a sus 

posibilidades económicas. Limaymanta, H. manifiesta que: Con relación a este acápite mediante 

R.F.N. N° 2907 – 2016 – MP – FN se aprobó el TUPA del Ministerio Público, lo cual debe 

aplicarse también la Ley N° 30364 publicada el 2015, en su art. 377 establece responsabilidad en 

los funcionarios que retardan algún acto de su cargo, por lo tanto, los certificados médicos dentro 

de una investigación son inmediatos y gratuitos.     De la Cruz, D. menciona que: Los hechos de 

lesiones denunciados siempre desencadenan una investigación fiscal, por lo tanto, si la justicia 
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penal es gratuita debe ser aplicado este criterio desde la investigación a nivel policial hasta su 

culminación; de hecho, que existe contradicción normativa. Martinez, E. menciona que: como lo 

mencioné en la pregunta N° 03 si se contradice con el derecho fundamental a la igualdad ante la 

Ley.   

Según los resultados obtenidos de la quinta pregunta sobre la existencia de contradicción 

normativa entre el Código Penal, Código Procesal Penal  y el Manual de Procedimientos 

Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-

GG) con relación al pago que efectúan los varones entre 18 y 64 años por el examen de 

reconocimiento médico legal o contra la Constitución Política del Perú ; 4 de los 8 entrevistados 

afirman que si existe contradicción normativa y que afecta derechos fundamentales,  3 de los 8 

afirman que no existe contradicción y 1 de los 8 entrevistados menciona que el TUPA se aplica 

también a la Ley 30364 y que los actos inmediatos son gratuitos. 

Para el objetivo específico 2: Demostrar que la gratuidad del examen por reconocimiento 

médico legal debe aplicarse para todos por igual. 

A la sexta pregunta ¿Cree Ud. que la NO exoneración del pago por reconocimiento médico 

legal afecta el derecho de acceso a la Tutela Jurisdiccional, vulnerando el Principio de Igualdad 

ante la Ley? Sustente su respuesta por favor. Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: No afecta el derecho a la tutela jurisdiccional, si vulnera el 

principio de igualdad ya que este principio en el Código Penal es para los funcionarios por cargo 

o función que desempeñan al momento del ilícito penal.  Moscoso, C. manifiesta que: No porque

cuando existe un caso donde el agraviado sea varón, mujer, niño, no se realiza dicho pago. De la 

Cruz, J. manifiesta que: No, toda vez que es un trámite administrativo. Ilave, W. manifiesta que: 

Claro que afecta directamente a la tutela jurisdiccional, ya que el agraviado se encuentra 

desprotegido al no exonerarse de dicho pago. Silva, G. manifiesta que: El Fiscal puede exonerar 

del pago en los y las agraviadas, debiendo indicar que los imputados en caso de detenidos no pagan 

derecho alguno. Limaymanta, H. manifiesta que: La idea sería que todos los exámenes brindados 

por el Estado sean gratuitos, sin embargo, como solicitud particular es un trámite personal que la 

“persona” realiza para su utilización, casos por ejemplo como el examen de ADN que realiza el 

Ministerio Público, si fuera gratuito las personas con mayores ingresos podrían solicitarlo sin 

control alguno. De la Cruz, D. menciona que: La tutela jurisdiccional es un derecho constitucional 

al igual que la igualdad ante la Ley, por lo tanto, si el pago es un obstáculo para materializar estos 
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derechos, creo que la no exoneración vulnera ambos derechos constitucionales. Martinez, E. 

menciona que: No afecta el acceso a la tutela jurisdiccional, pero durante un proceso penal por 

lesiones sería difícil probar el tipo de lesiones sin el certificado médico legal. 

Según los resultados obtenidos de la sexta pregunta sobre la no exoneración al pago y su la 

afectación que tiene sobre el acceso a la Tutela Jurisdiccional y la vulneración del Principio de 

Igualdad ante la Ley; 3 de los 8 entrevistados afirman que no afecta el acceso a la Tutela 

Jurisdiccional,  2 de los 8 afirman que si afecta el acceso a la Tutela Jurisdiccional, 2 de los 8 

entrevistados tienen conceptos diferentes mientras que uno menciona que los agraviados no pagan, 

el otro manifiesta que en caso de detenidos el reconocimiento es gratuito. 

A la séptima pregunta, El informe del médico legista sirve como prueba en un proceso penal, 

por lo tanto, ¿Considera Ud. que la exoneración del pago debe ser para todos por igual, que ocurre 

con las personas que no disponen de recursos económicos, estaría atentando contra el Derecho de 

Defensa? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: No afecta el derecho a defensa. Moscoso, C. manifiesta que: La 

exoneración se aplica para ciertos casos como mujeres, niños o integrantes del grupo familiar, esto 

quiere decir varón o mujer, a los 18 años el ser humano adquiere la capacidad de ejercicio, entonces 

a partir de los 18 años no se presume su condición económica a comparación de un menor de edad, 

ya que este si automáticamente adquiere su estado de necesidad, se da por cierta dicha necesidad, 

en todo caso si la persona no dispone de recursos económicos tendrá que probar dicha condición, 

ya que en caso de indigencia también el pago sería exonerado. (A.1). De la Cruz, J. manifiesta que: 

No debe ser para todos igual, toda vez que los agraviados son los que están exentas de exoneración. 

Ilave, W. manifiesta que: Claro que si, atenta contra el derecho de defensa, por cuanto ante la 

inexistencia de dicha prueba se podría extinguir el proceso judicial. Silva, G. manifiesta que: Si se 

carece de recursos económicos suficientes, los fiscales pueden exonerar el pago. Limaymanta, H. 

manifiesta que: El costo del reconocimiento médico legal reduce la discrecionalidad y parcialidad 

de los funcionarios públicos , el TUPA por ejemplo norma que las personas indigentes o sin 

recursos económicos no sufragan o pagan el costo del examen; en el caso del reconocimiento 

médico a costa de persona limita de algún modo la posibilidad que los que más tengan salgan 

beneficiados al momento de presentar como medio probatorio la evaluación médica, por ejemplo 

en un proceso por indemnización por daños. De la Cruz, D. menciona que: Cuando no se cuenta 

con recursos económicos, se debe probar tal condición según la normativa vigente, no obstante, la 
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norma prescribe las exoneraciones, en el caso particular de lesiones considero que por encontrarse 

inmerso dentro de la investigación fiscal debe ser gratuito. Martinez, E. menciona que: Las 

personas que no cuentan con recursos económicos y tienen solicitudes del M.P, P.J y PNP son 

exonerados del pago según RF 866-2015. Se atentaría de forma que no puede probar las lesiones 

y atentaría su derecho a defenderse de forma legal. 

Según los resultados obtenidos de la séptima pregunta sobre la exoneración del pago debe ser 

para todos por igual y que ocurre con las personas que no disponen de recursos económicos, 

estarían atentando contra su derecho de defensa; 4 de los 8 entrevistados afirman que si afecta el 

derecho de Defensa y 4 de los 8 entrevistados afirman que no afecta el derecho de defensa. 

A la octava pregunta, Considerando que normativamente los peritos que se encuentran al 

servicio del Estado prestan su colaboración a la justicia penal de forma gratuita, entonces, ¿Por 

qué se realiza el pago por el servicio que prestan los médicos legistas? Los resultados obtenidos 

son: 

Tolentino, E. manifiesta que: Por que la norma le permite de acuerdo al Decreto Supremo 064 

– 2010 – PCM. Moscoso, C. manifiesta que: Se realiza el pago cuando es solicitado de parte, pero

cuando lo solicita mediante PJ, MP, PNP es gratuito. De la Cruz, J. manifiesta que: Hay que tener 

claro que como institución el Ministerio Público tiene que generar sus propios recursos. Ilave, W. 

manifiesta que: El Estado debe regular el pago por el servicio que prestan los médicos legistas. 

Silva, G. manifiesta que: La justificación sería que ello conlleva gastos a la institución, que necesita 

poder autofinanciarse a fin de poder sostenerse, dado que resulta excesivo los gastos en 

comparación con lo solventado por el Estado. Limaymanta, H. manifiesta que: Ya identificado que 

son dos formas en que se realizan los reconocimientos médicos legales, la gratuidad será para todos 

en general, y lo que se paga será únicamente las solicitudes para trámites personales o de carácter 

privado, por ejemplo, examen de paternidad, accidente de trabajo, grupo sanguíneo, obstétrico, 

ADN, ginecológico, detección de sífilis, auditoría para determinar responsabilidad médica, etc. 

De la Cruz, D. menciona que: Porque se considera un procedimiento administrativo, el cual debe 

ser pagado, en el caso de lesiones es la contraprestación por el servicio del médico legista. 

Martinez, E. menciona que: Se paga porque se necesita recaudar recursos. 

Según los resultados obtenidos de la octava pregunta sobre la gratuidad con que prestan sus 

servicios los peritos que se encuentran al servicio del Estado y el por qué se paga por el servicio 

de reconocimiento médico legal; 2 de los 8 entrevistados afirman que se paga por que es un trámite 
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administrativo, 3 de los 8 entrevistados afirman que se paga para recaudan recursos para el 

Ministerio Público, 2 de los 8 entrevistados mencionan que es gratis para todos con excepción de 

los hechos a solitud de parte y 1 de los 8 entrevistados menciona que por que la norma lo permite 

según Decreto Supremo 064-2010 PCM.  

A la novena pregunta ¿Cree Ud. que es necesaria la modificación del Manual de 

Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales, 

considerando que todos tenemos derecho a la igualdad ante la Ley, ¿cuál sería el fundamento 

jurídico? Los resultados obtenidos son: 

Tolentino, E. manifiesta que: El manual de procedimientos se rige por un Decreto Supremo N° 

064 – 2010 – PCM, que muchas instituciones se fundamentan como PJ, INPE, PNP.  Moscoso, C. 

manifiesta que: No porque en el R.G 213 – 2015, si bien la disposición general A.1 refiere 

considerar adulto a la persona cumplido 18 años, deberá presentar para dicho servicio el recibo de 

pago en el BN, también refiere una salvedad que es la exoneración en caso de indigencia, etc. De 

la Cruz, J. manifiesta que: Yo creo que no, debido a que previamente se tiene que realizar un 

análisis profundo del caso. Ilave, W. manifiesta que: Estando al Principio de Igualdad ante la Ley 

es necesaria la modificación del Manual de Procedimientos Administrativos, para que los varones 

tengan la misma condición que las mujeres.  Silva, G. manifiesta que: Si, debiendo ser gratuitos 

los exámenes básicos para todas las partes, sin hacer distinción de quien lo pida, en atención al 

derecho a la igualdad y derecho a la gratuidad contemplados en la Constitución. Limaymanta, H. 

manifiesta que: Considero que el Manual de Procedimientos Administrativos falta actualizarse, ya 

que existen directivas, protocolos y guías de procedimientos en los que norman la gratuidad y 

urgencia para efectuarse los reconocimientos médicos legales, los cuales se han dado precisamente 

para salvaguardar la igualdad ante la Ley.  De la Cruz, D. menciona que: Si, se debe uniformizar 

la norma para que no se vean afectados los varones. Por principio de igualdad no existe 

discriminación, ni se le considera a la mujer población vulnerable. Todos somos iguales ante la 

Ley. Martinez, E. menciona que: Normativamente existen normas específicas para la exoneración, 

en todo caso debe incorporarse la gratuidad del examen para todas las personas. 

Según los resultados obtenidos de la novena pregunta sobre la modificación del Manual de 

Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales, 

considerando que todos tenemos Derecho a la Igualdad Ante la Ley; 3 de los 8 entrevistados 

afirman que no debe modificarse el Manual de Procedimientos Administrativos de la División 
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Central de Exámenes Médico Legales; y 5 de los 8 entrevistados afirman que si debe modificarse 

el Manual de Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico 

Legales. 

Análisis Documental 

En la presente investigación se realizó el análisis documental de los instrumentos legales aplicados 

al pago de reconocimiento médico legal, en primer lugar, la Resolución de Gerencia General N° 

213-95-MP-FN-GG, que corresponde al Manual de Procedimientos Administrativos de la División

Central de Exámenes Médico Legales; donde en sus disposiciones generales, en el literal A 

prescribe sobre las exoneraciones que se aplican a los niños, adolescentes y personas indigentes, 

el siguiente artículo A.1. prescribe sobre el Servicio de Adultos, donde se refiere que una persona 

es adulta a partir de los 18 años y un día, asimismo menciona que las personas que se someterán 

al examen médico legal deben portar el Documento Nacional de Identidad, recibo de pago del 

Banco de la Nación y la solicitud de la Policía Nacional del Perú, Ministerio Público o Poder 

Judicial. Como se puede apreciar la disposición normativa considera que el pago debe efectuarse 

de forma obligatoria, siempre y cuando no se esté exonerado, no hace ninguna diferencia sobre 

cuestiones de género, condición económica o situación jurídica, la única salvedad que hace sobre 

situación jurídica es en el acápite A.3. donde se contempla la atención de detenidos. En este sentido 

esta norma es de carácter administrativo, donde se regulan los procedimientos a seguir para acceder 

al reconocimiento médico legal. 

Por otro lado, la Resolución de Fiscalía de la Nación N° 866-2015-MP-FN, contempla quienes 

están exonerados del pago por reconocimiento médico legal, en su Artículo Tercero, numeral 2, 

incorpora a las exoneraciones las solicitudes de diligencias oficiadas por la Policía Nacional del 

Perú que resulten como consecuencia de las acciones penales, además en sus numerales 3 y 4 hace 

mención específica sobre las exoneraciones a niños, adolescentes y casos de violencia familiar, 

por último en su Artículo Quinto menciona que las solicitudes de exoneración por indigencia 

deberán ser presentadas ante el Presidente de la Junta de Fiscales Superiores para su evaluación y 

aprobación, con respecto a la mencionada Resolución, esta fue elaborada por recomendación de la 

Defensoría de Pueblo, en vista que existían muchas quejas de ciudadanos que no podían acceder  

al examen por falta de pago y siendo esta la primera de vía de acceso a la justicia, veían vulnerados 

sus derechos; lo que se  aprecia del presente instrumento legal es que dentro de las exoneraciones 

incorpora las diligencias solicitadas por la PNP, pero lo que no hace mención es que la exoneración 
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en qué casos o delitos se aplicará, lo que hace presumir que se exonera de todo pago en todos los 

casos, respecto a la exoneración por indigencia, debe precisarse para qué tipo de exámenes, en 

vista que hay evaluaciones que precisan de la acción inmediata del médico legista. En la realidad 

las solicitudes oficiadas por la PNP, siempre que no sean por violencia familiar, el ciudadano 

implicado en un hecho de lesiones debe pagar por el reconocimiento médico legal, lo cual se 

corroboró con el Oficio N° 847-2019-REGPOL-LIMA/DIVTER NORTE 1- CPP-SEC/FALTAS, 

donde se solicita el reconocimiento médico legal de una persona de sexo masculino, identificado 

con DNI N° 77295844 la cual fue víctima de Faltas, a su vez esta misma persona pagó en el Banco 

de Nación la cantidad de S/25.10 al código 2283, el cual corresponde al reconocimiento de lesiones 

según el TUPA del Ministerio Público. 

Lo que se advirtió del análisis de estas normas, es que la Resolución N° 866-2015 es de carácter 

ministerial en vista que es firmada por el Fiscal de la Nación el cual preside el Ministerio Público, 

en este sentido, tiene mayor rango que la Resolución N° 213-1995 que es una norma de carácter 

administrativo. 

Por último, la Sentencia Casatoria N°  171-2011 menciona en su fundamento Décimo Segundo 

hace un análisis sobre el derecho a la justicia gratuita, lo cual forma parte de derecho al debido 

proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva, considerando que el pago de aranceles y tasas no debe 

constituir un impedimento para recurrir a la autoridad para la tutela de sus derechos; afirma 

también que la gratuidad en la administración de justicia se constituye en un mecanismo de 

realización del Principio – derecho de igualdad establecido en la Constitución Política del Perú, 

por lo que se debe respetar lo establecido en la Constitución, ya que es la norma que se encuentra 

en la cúspide de la pirámide normativa, esto quiere decir que cualquier norma que este por debajo 

debe aplicarse e interpretarse desde el punto de vista constitucional de manera que no se vulneren 

derechos fundamentales, por lo tanto, la gratuidad de la justicia es resultado del respeto al Derecho 

de Igualdad. 
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IV DISCUSIÓN 

Con relación al objetivo general que es “Explicar cómo afecta el pago por reconocimiento 

médico legal al derecho a la igualdad ante la Ley en Lima Norte en el año 2018”. 

De los resultados se puede apreciar que los especialistas si encuentran justificado el pago por 

reconocimiento médico legal, en vista que no existe distinción de género y porque el pago es parte 

del procedimiento administrativo, por lo tanto, no afectaría el Derecho de Igualdad ante la Ley en 

los procesos penales. 

Apoyando la postura de los entrevistados, se tiene que la Ley N° 30364, establece la gratuidad 

en la atención de salud a las mujeres por su condición de tal y a los integrantes del grupo familiar 

en casos de violencia familiar, la cual en sus motivos justifica la exoneración del pago a este sector 

de la población. Contradiciendo a la mayoría de los entrevistados que coincidieron en afirmar que 

no afecta el derecho a la igualdad ante la Ley en los procesos penales, la Constitución Política de 

Perú en el artículo 2 y el Código Penal en el artículo 10 prescriben el derecho fundamental de 

Igualdad ante la Ley, considerando que la justicia penal inicia desde el momento que la autoridad 

competente toma conocimiento del hecho ilícito, en ese mismo sentido el artículo 44.3 de la Ley 

27444 hace mención sobre los derechos de tramitación, donde menciona que no procede cobros 

para los procedimientos iniciados de oficio. Por último, García (2014) en su investigación sobre la 

importancia de la participación de médico forense en el Procesamiento de escenas del crimen en 

Delitos contra la vida e integridad de la persona y de los delitos contra la libertad e indemnidad 

sexual de las personas” manifiesta que el Ministerio Público es el encargado de presentar las 

pruebas durante un proceso penal, dentro de este escenario el médico forense tiene un rol 

indispensable, ya que mediante su dictamen médico legal aporta pruebas que son de vital 

importancia y valor en los tribunales. En este sentido de ideas, según los expertos el pago es 

justificado por que mediante este se accede a obtener el dictamen profesional especializado, el cual 

sirve de prueba en el proceso penal por lesiones, contradictoriamente, en casos donde el usuario 

no cuente con los medios económicos para pagar por el examen, no podría probar en el proceso 

las lesiones sufridas, lo cual denota una afectación del derecho a la Igualdad ante la Ley. 

Con relación al objetivo específico 1: Explicar cómo el pago por reconocimiento médico 

legal afecta el Derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad en Lima 

Norte en el año 2018.  
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De los resultados obtenidos se advierte que los entrevistados tienen opiniones diversas sobre 

la afectación del al derecho a la Igualdad ante la Ley en el casos de varones entre 18 y 64 años de, 

para tal efecto discutiremos la opinión de los entrevistados que apoyan la postura que si afecta el 

mencionado derecho de los varones, por otro lado la mayoría de los entrevistados coinciden que 

si existe contradicción normativa entre la Constitución Política del Perú, Código Penal, Código 

Procesal Penal  y el Manual de Procedimientos Administrativos de la División Central de 

Exámenes Médico Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-GG) con relación al pago que efectúan los 

varones entre 18 y 64 años por el examen de reconocimiento médico legal. Al respecto, la R.G.G 

N° 213-95, es una norma administrativa que regula los procedimientos médico legales, donde se 

especifica el pago que se realiza al Banco de la Nación para poder acceder al examen de 

reconocimiento médico legal. 

A efectos de explicar la afectación del derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones entre 

18 y 64 años de edad, se tomó en cuenta el Oficio N° 847-2019 – REGPOL – LIMA/DIVTER 

NORTE 1 – CPP –SEC/FALTAS de la Comisaria de Puente Piedra, donde el ciudadano (varón) 

pagó en el Banco de la Nación por el reconocimiento médico legal, a pesar de estar exonerado 

mediante R.F. 866-2015 –MP-FN. Al respecto Gonzaga y Jiménez  (2010) en su tesis titulada 

“Análisis de los criterios de oportunidad en las políticas de persecución penal del Ministerio 

Público en concordancia con el Principio de Igualdad” concluye que el Ministerio Público debe 

justificar las diferencias durante la persecución penal de modo que no se vea afectado el principio 

de Igualdad, los lineamientos del Ministerio Público sobre persecución penal deben ajustarse en 

su aplicación a los que prescriben los derechos fundamentales, consecuentemente no debe existir 

ningún tipo de discriminación por cuestiones de raza, creencias religiosas, sexo, origen, 

nacionalidad u otras condiciones sociales violentan el Principio de Igualdad; en el mismo sentido 

De Asís y Palacios (2007) manifiesta que la igualdad se relaciona con los requisitos de generalidad 

y abstracción de las normas, lo cual supone un idéntico estatus jurídico en la aplicación y 

legislación de las normas, por lo tanto, se debe aplicar y elaborar las normas siguiendo los 

parámetros establecidos en la Declaración Universal de los derechos Humanos. Si bien existen 

diversas normas que justifican jurídicamente la exoneración del pago por reconocimiento médico 

legal, esto no quiere decir que se aparten del derecho constitucional de Igualdad ante la Ley, en 

ese sentido, Salcedo (2017) en su tesis “La conveniencia de reformular el examen de igualdad en 

la función contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos” donde manifiesta en el 
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punto XII que la igualdad ante la Ley se refiere a la prohibición de trato arbitrario y discriminatorio, 

por lo tanto ninguna institución pública o privada puede limitar el goce y ejercicio igualitario de 

uno a más derechos humanos, en la investigación en concreto, con el pago se limita el derecho de 

acceso a la justicia. Asimismo, Eguiguren en la revista ius et veritas menciona que la Igualdad ante 

la Ley debe tenerse en cuenta como una regla general e imperativa para legislar y aplicar la norma, 

el objetivo principal que persigue es liberar al Estado de todo tipo de discriminación, fomentando 

un trato igualitario en la aplicación de la ley y sus consecuencias jurídicas. 

En el derecho comparado, Díaz (2017) hace un análisis de los Artículos 9.2 y 14 de la 

Constitución española, donde menciona que los derechos que se aplican a determinados grupos 

sociales que se encuentran en desventaja, no tienen carácter de fundamentales, además el mismo 

cuerpo normativo abarca el derecho fundamental al trato no discriminatorio, por lo tanto, ambos 

artículos deben ser interpretadas de manera conjunta. En este sentido se concluye que, según la 

Constitución española, doctrina y jurisprudencia existe una total prohibición de discriminación que 

está vinculada directamente con la dignidad humana. 

Si bien existen normas expresas sobre exoneraciones a un sector de la población por su carácter 

de vulnerabilidad (mujeres, niños, adolescentes y personas en estado de indigencia demostrada), 

esto no quiere decir que se aplique la Ley de diferente forma para los grupos no vulnerables, en la 

investigación en particular no existe norma expresa sobre en qué casos se le debe exonerar del 

pago a los varones entre 18 y 64 años de edad. 

Con relación al objetivo específico 2: Demostrar que la gratuidad del examen por 

reconocimiento médico legal debe aplicarse para todos por igual. 

Los entrevistados tiene opiniones discordantes mientras que algunos afirman que no se vulnera 

el derecho a la Tutela Jurisdiccional en vista que todos tenemos el derecho de acceder a un proceso 

penal, independientemente que se realice o no el pago por reconocimiento médico legal, otros 

afirman que si afecta el derecho a la Tutela Jurisdiccional efectiva; por otro lado, la mayoría de los 

entrevistados coinciden en que, si afecta el derecho de defensa, porque no se podría probar las 

lesiones sufridas durante el proceso penal. 

Los entrevistados coinciden que el pago por los servicios que prestan los peritos que se 

encuentran al servicio del Estado está justificado mediante D.S. 064-2010-PCM, donde se aprueba 

la metodología de determinación de costos de los procedimientos administrativos establecidos en 

el TUPA, además el Ministerio Público recauda recursos mediante este cobro; contrario a la 
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postura de los entrevistados, el Código Procesal Penal que emana del Decreto Legislativo N° 957 

en su artículo 173°, numeral 2, menciona que los peritos prestarán su auxilio de forma gratuita, sin 

necesidad de designación expresa. 

Concordando con los especialistas que afirman que si se afecta el derecho a la Tutela 

Jurisdiccional y al derecho de defensa, la Sentencia Casatoria N°  171-2011 hace un análisis en su 

fundamento Décimo Segundo sobre el derecho a la justicia gratuita, lo cual forma parte de derecho 

al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva, considerando que el pago de aranceles y 

tasas judiciales (para investigación tasas del Ministerio Público) no debe constituir un 

impedimento para recurrir a la autoridad para la tutela de sus derechos; afirma también que la 

gratuidad en la administración de justicia se constituye en un mecanismo de realización del 

Principio – derecho de igualdad establecido en la Constitución Política del Perú. Asimismo, Romo 

(1998) menciona que, en Chile el procedimiento penal debe distinguirse si se trata de peritos que 

son funcionarios o empleados del servicio público, en tales casos los exámenes serán costeados 

con fondos fiscales o municipales, los cuales corresponden al Estado; De igual forma en Colombia, 

en el portal web de la Clínica Forense se encuentra la información para el público sobre el examen 

médico legal, en la página web, a la pregunta sobre si el servicio de reconocimiento médico legal 

requiere pago, la respuesta es “no”, y a la pregunta sobre a quienes está dirigido, la respuesta es 

“A todos”, siempre que el servicio por examen médico legal sea solicitud de autoridad competente 

y esté acompañado de la denuncia de apertura de investigación ante la autoridad judicial. 

Con referencia a la modificación de la Resolución de Gerencia General N° 213-1995 Manual 

de Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales, la 

mayoría de los entrevistados coincide en que se debe modificar dicha norma administrativa, en 

vista que existe una norma de mayor rango que regula la exoneración y la gratuidad de los servicios 

que prestan los médicos legistas por examen por reconocimiento médico legal; Apoyando la 

postura de la mayoría de los entrevistados, Delgado (2016) en su investigación sobre “La vigencia 

efectiva del Principio de Igualdad procesal y los derechos del agraviado” donde concluye que para 

que se logre la completa igualdad entre los sujetos procesales se debe uniformizar los 

procedimientos en todas las agencias de control penal, los administradores de justicia tiene el deber 

de proteger el Principio de Igualdad, ya que se consagra como un límite para la actuación 

administrativa, normativa y jurisdiccional de los poderes del Estado. 
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V CONCLUSIONES 

1.- De esta manera quedó explicada la forma cómo afecta el pago por reconocimiento médico legal 

a la igualdad ante la Ley, porque el no pagar por el reconocimiento médico legal le afecta a la 

persona, al no contar con el medio probatorio de las lesiones sufridas, por lo tanto vulnera el 

principio de igualdad sustentado en el artículo 2 inciso 2 de la Constitución Política del Perú, 

concordante con el Código Penal en su artículo 10 del Título Preliminar, explicación que es 

corroborado por los entrevistados al señalar en su mayoría que no afecta el del derecho a la 

igualdad ante la Ley y deben de pagar por dicho examen para demostrar el agravio; asimismo  la 

Resolución de Gerencia General N° 213-95- MP-FN-GG; confirma que el lesionado debe cumplir 

con el pago. 

2.- Quedó explicado cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta el Derecho a la Igualdad 

ante la Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad, porque en su mayoría son personas de clase 

económica media baja que no disponen de recursos económicos, conforme los entrevistados 

señalaron al indicar que existen normas expresas sobre las exoneraciones, por lo tanto,  no existe 

norma expresa donde  el varón sea exonerado del pago, corroborado por la Resolución de Gerencia 

General  N° 213-95-MP-FN-GG, en su artículo A.1 de los servicios de adultos, donde señala que 

es un requisito el pago para poder acceder al examen médico.  

3.- Se ha demostró que la gratuidad del examen por reconocimiento médico legal debe aplicarse 

para todos por igual, porque las exoneraciones deben aplicarse por la simple condición de persona, 

conforme los entrevistados señalaron al indicar que la exoneración del pago debe aplicarse a todos, 

la misma que es corroborada  por la RF 866-2015 –MP-FN y el artículo 173 numeral 2 del Código 

Procesal Penal, que precisa las exoneraciones o gratuidad del examen médico legal, pero a pesar 

de la existencia de las mencionadas normas, no se aplica en su totalidad. 
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VI RECOMENDACIONES 

1.-Se recomienda al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses que no continúen vulnerando 

el derecho de Igualdad ante la Ley con el cobro por reconocimiento médico legal y que aplique las 

normas de manera correcta, a fin de que las personas tengan igualdad de derechos. 

2.- El Ministerio Público debe exonerar del pago por reconocimiento médico legal a los varones, 

y se debe suprimir del TUPA el código 2283 correspondiente al reconocimiento de lesiones, de 

manera que no se sigan vulnerando derechos fundamentales. 

3.- Se recomienda al Ministerio Público la modificación del artículo A y su literal A.1. de la R.G.G. 

N° 213-95 MP-FN en el sentido que se establezca la gratuidad para todos en el caso de lesiones, 

para hacerla concordante con las exoneraciones establecidas en la Resolución de Fiscalía de la 

Nación N° 866-2015 MP-FN, basados en el principio de Igualdad ante la Ley y el respeto a los 

Derechos Humanos y Constitucionales. 
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ANEXO 1 

MATRIZ DE CONSISTENCIA PARA DESARROLLO DEL PROYECTO DE 

INVESTIGACIÓN 

NOMBRE DEL INVESTIGADOR: Rosa Guillermina Almanza Reategui 

FACULTAD/ESCUELA: DERECHO 

TÍTULO DEL 

TRABAJO DE 

INVESTIGACIÓN 

El pago por reconocimiento médico legal y el derecho a la 

Igualdad ante la Ley en Lima norte, 2018. 

PROBLEMAS PROBLEMA GENERAL 

¿Cómo o de qué manera el pago por reconocimiento 

médico legal afecta a la igualdad ante la ley en Lima – Norte 

en el año 2018?  

PROBLEMAS ESPECÍFICOS 

1.- ¿De qué manera el pago por reconocimiento médico 

legal afecta el Derecho a la igualdad ante la ley de los varones 

entre 18 y 64 años de edad en Lima Norte en el año 2018? 

2.- ¿Por qué la exoneración del pago por reconocimiento 

médico legal sólo se aplica a determinado sector de la 

población? 

SUPUESTOS SUPUESTO GENERAL 

Se planteó que el pago por reconocimiento médico legal si 

afecta el derecho a la igualdad ante la ley, por que coloca en 

situación de desventaja a las personas que no cuentan con los 

medios económicos para realizar el pago y por lo tanto ven 

afectado su derecho de acceso a la tutela jurisdiccional al no 

poder probar las lesiones sufridas;  

SUPUESTOS EPECÍFICOS 

1.-Se planteó que el pago por reconocimiento médico legal 

si afecta el derecho de igualdad ante la ley de los varones entre 
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18 y 64 años edad, en vista que no existe norma expresa que 

los exonera del pago y siendo ellos afectos a dicho pago sin 

tomar en cuenta los hechos o la situación jurídica que ostentan 

al momento de someterse a dicho reconocimiento.  

2.- Se planteó la gratuidad del reconocimiento médico legal 

para todas las personas, y que se modifique las normas vigentes 

para su mejor aplicación, de manera que todos tengan el mismo 

derecho de acceder a la justicia y que no se vea vulnerado el 

derecho a la Igualdad ante la Ley. 

OBJETIVO 

GENERAL 

Explicar cómo afecta el pago por reconocimiento médico 

legal al derecho a la Igualdad ante la Ley en Lima Norte en el 

año 2018. 

OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS 

1.-Explicar cómo el pago por reconocimiento médico legal 

afecta el derecho a la Igualdad ante la Ley de los varones entre 

18 y 64 años de edad en Lima Norte en el año 2018. 

2.-Demostrar por qué la gratuidad del examen médico legal 

debe aplicarse para todos por igual. 

DISEÑO DEL 

ESTUDIO 

Teoría fundamentada 

Y POBLACIÓN 

MUESTRA 

Fiscales de Lima Norte 

Abogados especialistas en materia penal. 

CATEGORIZACIÓN 

CATEGORÍA INDEPENDIENTE: 

El pago por el examen médico legal. 

SUBACTEGORÍAS 

1.-Personas afectas al pago. 

2.- Valor probatorio del examen médico legal. 

CATEGORÍA DEPENDIENTE:  

El derecho a la igualdad ante la ley. 
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MÉTODOS DE ANÁLISIS DE 

DATOS Y NIVEL DE INVESTIGACIÓN 

Método inductivo con un enfoque 

cualitativo de tipo básico, donde se empleó 

el  análisis jurídico, interpretación jurídica, 

hermenéutica e interpretación sistemática. 

SUBCATEGORÍAS 

1.-Derecho a la igualdad del varón. 

2.- Gratuidad del examen médico legal. 



ANEXO 2 

ENTREVISTA 

Título: El pago por reconocimiento médico legal y el Derecho a la Igualdad ante la Ley en 

Lima Norte – 2018. 

Entrevistado………………………………………………………………………………. 

Cargo/Profesión/Grado Académico………………………………………………………. 

Institución………………………………………………………………………………… 

Lugar…………………...Fecha…………….…………Duración………………………... 

1. Teniendo en cuenta el Art. 10 del Código Penal que prescribe el Principio de Igualdad ante

la Ley, entonces, ¿Cómo se justifica el pago que se realiza en el Banco de la Nación por examen 

de reconocimiento médico legal de lesiones, que está establecido en el TUPA del Ministerio 

Público, el cual lo pagan los varones? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

2. ¿Explique Ud. cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta el derecho a la igualdad

ante la Ley, en los procesos penales?  

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

OBJETIVO GENERAL 

Explicar cómo afecta el pago por reconocimiento médico legal al derecho a la igualdad 

ante la Ley en Lima Norte en el año 2018. 

OBJETIVO ESPECÍFICO 1 

Explicar cómo el pago por reconocimiento 51m édico legal afecta el Derecho a la Igualdad 

ante la Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad en Lima Norte en el año 2018. 
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3. El Art. 10 del Código Penal prescribe el Principio de Igualdad ante la Ley, donde expresa lo

siguiente: (…) Las prerrogativas que por razón de la función o cargo se reconocen a ciertas 

personas, habrán de estar taxativamente previstas en la Leyes o tratados internacionales. Por lo 

tanto, ¿Cómo afecta el pago por el reconocimiento médico legal el derecho a la igualdad ante la 

Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad, considerando que la norma no hace prerrogativas 

por cuestiones de sexo? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

4. El Manual de Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico

Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-GG), prescribe en la parte de sus Disposiciones generales, 

quienes no están afectos al pago por el examen médico legal; y el acápite A.1. del Servicio de 

Adultos menciona que se debe realizar el pago en el Banco de la Nación (…).  Teniendo en cuenta 

la normativa, Explique Ud. ¿Por qué en la actualidad el pago por examen médico legal sólo se 

aplica a los varones mayores de edad entre 18 y 64 años de edad, cual es la explicación jurídica o 

fundamento legal? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

5. Teniendo en cuenta el Art. I del Título Preliminar del Código Procesal Penal donde prescribe

(…) la justicia penal es gratuita (…), cabe precisar que ésta inicia desde el momento que se cometió 

el acto lesivo, por lo tanto, la emisión de la solicitud por parte de la autoridad competente para que 

se practique el examen médico legal, se encuentra dentro del procedimiento penal para la obtención 

del informe médico donde se determina el grado de la lesión; entonces, ¿ Considera Ud. que existe 

una contradicción normativa entre el Código Procesal Penal y el Manual de Procedimientos 
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Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales (R.G.G. N° 213-95-MP-FN-

GG) con relación al pago que efectúan los varones entre 18 y 64 años de edad por el examen de 

reconocimiento médico legal o contra la Constitución Política del Perú? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

6. ¿Cree Ud. que la NO exoneración del pago por reconocimiento médico legal afecta el

derecho de acceso a la Tutela Jurisdiccional, vulnerando el principio Constitucional de igualdad 

ante la Ley? Sustente su respuesta por favor. 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

7. El informe del médico legista sirve como prueba en un proceso penal, por lo tanto,

¿Considera Ud. que la exoneración del pago debe ser para todos por igual, que ocurre con las 

personas que no disponen de recursos económicos, estaría atentando contra el Derecho a Defensa? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

8. Considerando que normativamente los peritos que se encuentran al servicio del Estado

prestan su colaboración a la justicia penal de forma gratuita, entonces, ¿Por qué se realiza el pago 

por el servicio que prestan los médicos legistas? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

OBJETIVO ESPECÍFICO 2 

Demostrar por qué la gratuidad del examen por reconocimiento médico legal debe aplicarse 

 para todos por igual. 
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---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

9. ¿Cree Ud. que es necesaria la modificación del Manual de Procedimientos Administrativos

de la División Central de Exámenes Médico Legales, considerando que todos tenemos derecho a 

la igualdad ante la Ley, ¿cuál sería el fundamento jurídico? 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------ 

NOMBRE DEL ENTREVISTADO SELLO Y FIRMA 
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ANEXO 3 

ANÁLISIS DOCUMENTAL 

OBJETIVO GENERAL 

Explicar cómo afecta el pago por reconocimiento médico legal al derecho a la igualdad ante la Ley 

en Lima Norte en el año 2018. 

La Resolución de Gerencia General N° 213-95-MP-FN-GG, que corresponde al Manual de 

Procedimientos Administrativos de la División Central de Exámenes Médico Legales; donde en 

sus disposiciones generales, en el literal A prescribe sobre las exoneraciones que se aplican a los 

niños, adolescentes y personas indigentes, el siguiente artículo A.1. prescribe sobre el Servicio de 

Adultos, donde se refiere que una persona es adulta a partir de los 18 años y un día, asimismo 

menciona que las personas que se someterán al examen médico legal deben portar el Documento 

Nacional de Identidad, recibo de pago del Banco de la Nación y la solicitud de la Policía Nacional 

del Perú, Ministerio Público o Poder Judicial. Como se puede apreciar la disposición normativa 

considera que el pago debe efectuarse de forma obligatoria, siempre y cuando no se esté exonerado, 

no hace ninguna diferencia sobre cuestiones de género, condición económica o situación jurídica, 

la única salvedad que hace sobre situación jurídica es en el acápite A.3. donde se contempla la 

atención de detenidos. En este sentido esta norma es de carácter administrativo, donde se regulan 

los procedimientos a seguir para acceder al reconocimiento médico legal. Esta norma de carácter 

administrativo afecta el derecho a la Igualdad ante la Ley. 

OBJETIVO ESPECÍFICO 1 

Explicar cómo el pago por reconocimiento médico legal afecta el Derecho a la Igualdad ante la 

Ley de los varones entre 18 y 64 años de edad en Lima Norte en el año 2018. 

La Resolución de Fiscalía de la Nación N° 866-2015-MP-FN, contempla quienes están 

exonerados del pago por reconocimiento médico legal, en su Artículo Tercero, numeral 2, 

incorpora a las exoneraciones las solicitudes de diligencias oficiadas por la Policía Nacional del 

Perú que resulten como consecuencia de las acciones penales, además en sus numerales 3 y 4 hace 

mención específica sobre las exoneraciones a niños, adolescentes y casos de violencia familiar, 

por último en su Artículo Quinto menciona que las solicitudes de exoneración por indigencia 

deberán ser presentadas ante el Presidente de la Junta de Fiscales Superiores para su evaluación y 

aprobación, con respecto a la mencionada Resolución, esta incorporación de las solicitudes de la 

PNP fue una recomendación de la Defensoría de Pueblo, en vista que existían muchas quejas de 
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ciudadanos que no podían acceder  al examen por falta de pago y siendo esta la primera de vía de 

acceso a la justicia, veían vulnerados sus derechos, pero lo que no hace mención es que la 

exoneración en qué casos o delitos se aplicará, lo que hace presumir que se exonera de todo pago 

en todos los casos, en vista que hay evaluaciones que precisan de la acción inmediata del médico 

legista. En la realidad las solicitudes oficiadas por la PNP, siempre que no sean por violencia 

familiar, el ciudadano varón implicado en un hecho de lesiones debe pagar por el reconocimiento 

médico legal. 

OBJETIVO ESPECÍFICO 2 

Demostrar por qué la gratuidad del examen por reconocimiento médico legal debe aplicarse para 

todos por igual. 

La Sentencia Casatoria N°  171-2011 menciona en su fundamento Décimo Segundo hace un 

análisis sobre el derecho a la justicia gratuita, lo cual forma parte de derecho al debido proceso y 

a la tutela jurisdiccional efectiva, considerando que el pago de aranceles y tasas no debe constituir 

un impedimento para recurrir a la autoridad para la tutela de sus derechos; afirma también que la 

gratuidad en la administración de justicia se constituye en un mecanismo de realización del 

Principio – derecho de igualdad establecido en la Constitución Política del Perú, por lo que se debe 

respetar lo establecido en la Constitución, ya que es la norma que se encuentra en la cúspide de la 

pirámide normativa, esto quiere decir que cualquier norma que este por debajo debe aplicarse e 

interpretarse desde el punto de vista constitucional de manera que no se vulneren derechos 

fundamentales, por lo tanto, la gratuidad de la justicia es resultado del respeto al Derecho de 

Igualdad. 




























































































































